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EL ESTADO: ORIGEN HISTÓRICO Y CONCEPTO

El Estado, como institución organizada de dominación política, es una crea-
ción de la Edad Moderna. El Estado Moderno representa un corte histórico
decisivo con la organización política medieval, caracterizada por el fracciona-
miento del poder en las instituciones feudales y religiosas. Frente a esa realidad,
el Estado Moderno va a suponer una concepción del poder político que perso-
nificará el absolutismo en el Rey.

39

Este proceso histórico de formación del Estado Moderno está directamente ins-
pirado en el terreno ideológico por tres autores fundamentales. El primero
MAQUIAVELO que, en su obra El príncipe, deslindó definitivamente el poder
político del religioso, afirmando la supremacía del poder real, del Estado, sobre
cualquier otro. El segundo autor, BODINO, en su obra Los seis libros de la Repú-
blica, forjó el concepto de soberanía, que expresa la esencia del poder político del
Estado, definiéndola como el «poder absoluto y perpetuo de una República».
Poder absoluto en cuanto supremo, superior a cualquier otro; y perpetuo por ser
permanente, trascendente a la persona concreta que lo ejerce. Por último, el
tercer autor, HOBBES, en su obra Leviathan, desarrolló la idea de Estado como
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II.

1.

EL ESTADO DE DERECHO

Hasta aquí hemos recogido el concepto estructural del Estado poniendo el
acento en su continuidad histórica desde la Edad Moderna; pero, como también
advertimos, existen varios modelos de Estado. De los varios criterios de clasi-
ficación el que ahora nos importa es el que se basa en los principios jurídicos
que lo informan y, más específicamente, en la forma de atribución del Poder
político y en la plena sumisión del ejercicio del poder al Derecho.

PRINCIPIOS

El modelo histórico que alumbran las revoluciones liberales –la americana,
primero, y la francesa después– es el del Estado de Derecho, en el que se incluye
también el modelo del Estado español. Dicho modelo se caracteriza por los
siguientes principios: a) la soberanía popular; b) la división de poderes; c) el
principio de legalidad, y d) el reconocimiento de los derechos fundamentales del
ciudadano.

40

organización social compleja y poderosa que ejerce su poder de dominación con
una misión utilitarista para la propia sociedad gobernada; el Estado surge histó-
ricamente de un contrato entre los individuos de esa sociedad, pero una vez
creado trasciende a sus creadores que le prestan sujeción o sometimiento.

Estas ideas forjaron el concepto de Estado Moderno y siguen siendo válidas con
las matizaciones derivadas de su lógica evolución. Cierto que los tres autores
citados se pusieron al servicio del absolutismo real y que éste fue arrumbado por
la Revolución liberal; pero, como tendremos ocasión de analizar más adelante, la
idea de Estado sigue siendo la misma: una estructura organizativa de dominación
social con poder superior a cualquier otro. Lo que cambiarán los revolucionarios
liberales es la organización interna de esa estructura, la distribución del Poder
entre distintos titulares, pero no el significado del Estado. Éste puede, pues,
seguir definiéndose como la institución que concentra el Poder soberano de una
Comunidad política asentada sobre un territorio.

a) La soberanía popular artículo 1.2. Como reacción frente al absolutismo, las
Constituciones democráticas, desde la americana de 1787, atribuyen la soberanía
no al Rey o Jefe del Estado, sino al Pueblo. Expresión de esta orientación es
también en el artículo 1.2 CE: «La soberanía nacional reside en el pueblo español,
del que emanan los poderes del Estado». De esta afirmación surgirá, como vere-
mos más adelante, la distinción entre el Poder constituyente, que es el Pueblo,
y los Poderes constituidos, que son los diversos Órganos a los que se atribuye el
poder político ordinario. La soberanía popular entraña en la clásica división griega
de los sistemas políticos una democracia, literalmente poder del pueblo, y se
opone a los sistemas de autocracia, aristocracia y teocracia, con las ricas variantes
que tales sistemas han producido a lo largo de la historia. Pero la democracia que
el Estado de Derecho impone tiene un contenido más rico que incluye los con-
ceptos de libertad, igualdad, fraternidad o solidaridad y pluralismo político. Los
tres primeros conceptos formaron ya parte emblemática de los principios revo-
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lucionarios franceses de finales del XVIII y se mantienen incólumes, mientras
que el último se forjó más adelante, pero los acontecimientos históricos del siglo
XX han demostrado su absoluta necesidad para garantizar la democracia.

b) La teoría de la división de poderes. La teoría surgió en Inglaterra y fue formulada
por LOCKE Y reformulada por el francés Montesquieu. La finalidad de la
teoría es rechazar el absolutismo y afirmar la primacía del Parlamento,
como representante directo del Pueblo. La consagración de la teoría se pro-
duce en la Constitución americana de 1787, y poco después, en 1789, la Decla-
ración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano determinó, en su artículo 16:
«Toda sociedad en que la garantía de los derechos no esté asegurada, ni la sepa-
ración de poderes determinada, no tiene constitución». Desde entonces, la divi-
sión de poderes es un tema testigo de la existencia o no de una verdadera demo-
cracia política. La CE recoge la teoría de la división de poderes regulando: en el
Título III que regula el Poder legislativo integrado en las Cortes Generales; en
el Título IV que trata del Poder Ejecutivo, integrado organizativamente en el
Gobierno; y en el Título VI el Poder judicial, que corresponde a los Jueces y
Magistrados integrantes de dicho Poder. Los demás órganos que regula directa-
mente la CE son órganos constitucionales o de relevancia constitucional, pero no
Poderes constitucionales.

c) El principio de legalidad artículo 9.1. Este principio supone el que tanto los
ciudadanos como los Poderes Públicos están sujetos a la Constitución y al resto
del Ordenamiento jurídico (artículo 9.1 CE). En el plano político consagra la
sumisión del ejercicio del poder al Derecho, de ahí que el modelo de Estado se
haya denominado Estado de Derecho. El principio se traduce en el denominado
imperio de la Ley, que en el plano operativo consagra originariamente la primacía
funcional del Parlamento sobre el Poder Ejecutivo, y la entera sumisión del Poder
judicial a la Ley (artículo 117.1 CE). El Poder Ejecutivo debe así someterse a la
Ley, como norma primera tras la Constitución, legitimadora de su actuación
pública. En sus orígenes, el principio de legalidad se entendía como la necesidad
de que cualquier actuación interventora del Poder Ejecutivo estuviera previa-
mente regulada por una Ley. Pero actualmente, este significado del principio que
comentamos sólo requiere la necesidad de que la acción administrativa cuente
con una norma previa que le habilite para ello, aunque tal norma puede ser no
sólo la Ley, sino también el reglamento. Con relación al Poder judicial, la sumisión
al imperio de la ley implica que no puede controlar la ley, que es función cuyo
monopolio detenta el Tribunal Constitucional. Los Tribunales, por tanto, deben
limitarse a aplicar y enjuiciar normas, actos y conductas en los términos que la
Constitución y las leyes imponen.

Por otra parte, el sometimiento de la acción de los Poderes Públicos al Derecho
supone que los ciudadanos pueden defender sus derechos e intereses legítimos
ante los Tribunales de Justicia, mediante los correspondientes recursos y ejer-
cicio de acciones. De esta suerte, los Tribunales de Justicia se convierten en
garantes de esa sumisión del poder al Derecho, ejerciendo una acción que implica
control de la actividad del Gobierno y la Administración Pública (artículo 106.1
CE) y protección de los derechos subjetivos e intereses legítimos de los ciuda-
danos (artículos 24 y 53 CE).
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2. EL ESTADO SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DE DERECHO

Como hemos ido viendo anteriormente, nuestra Constitución recoge
el modelo de Estado de Derecho y refleja todos y cada uno de sus principios.
Sin embargo, en su artículo 1.1 define a España como un Estado social y demo-
crático de Derecho. ¿Constituye esto una variante esencial del Estado de Dere-
cho que hemos estudiado? La respuesta debe ser negativa: los principios esen-
ciales del Estado de Derecho son los mismos que los del Estado social y demo-
crático de Derecho. Desde luego, el término «democrático» nada añade al viejo
concepto de Estado de Derecho, puesto que supone una contradicción in ter-
minis el que un Estado de Derecho pueda calificarse de no democrático. Como
se ha expresado con anterioridad al analizar la soberanía popular, este concepto
implica la democracia, que a su vez supone el establecimiento de todo un sistema
de valores y no sólo la titularidad del poder soberano por el pueblo. Por ello, el
Estado de Derecho implica siempre la democracia, sin adjetivos desnaturaliza-
dores y negadores de la misma (como los de democracia orgánica o democracia
popular), y la democracia incluye los supremos valores de la libertad, igualdad,
justicia, fraternidad o solidaridad y pluralismo político, tal como expresa el
artículo 1.1 CE y desde luego, la elección por los ciudadanos como fuente legi-
timadora del poder político.

42

d) El reconocimiento de los derechos públicos subjetivos. Como hemos ido advir-
tiendo, la consagración del Estado de Derecho tiene una última finalidad esencial:
elevar a los súbditos del Antiguo Régimen a la condición de ciudadanos, a quienes
el Derecho reconoce una esfera individual y social de derechos que no puedan
ser desconocidos por el Poder público. No es por ello casual que la Revolución
francesa aprobase, incluso antes que su primera Constitución, la Declaración de
Derechos del Hombre y del Ciudadano, y tampoco que la Constitución de los
Estados Unidos, que no los recogió en su primera versión, sufriera en este punto
las primeras modificaciones a través de enmiendas para dar cabida a los Derechos
fundamentales. Estos Derechos Fundamentales son todavía hoy parte esencial
de toda Constitución; aunque lógicamente a los primeros derechos reconocidos
por los liberales del siglo XVIII, de carácter sustancialmente individual, se han
ido añadiendo otros de carácter social.

Los derechos esgrimibles frente a la acción del Poder no son sólo los contenidos
en la Constitución; también pueden nacer de otras normas o de simples rela-
ciones jurídicas, y son siempre defendibles ante los Tribunales de Justicia en el
supuesto de que la Administración pretenda desconocerlos. De ahí que, con
independencia del grado de protección que el Derecho otorga a los distintos
tipos de derechos públicos subjetivos, la idea esencial es que el ciudadano los
tiene reconocidos y garantizados; que la acción pública no puede desconocerlos
o violarlos; y que para su defensa el ciudadano puede acudir a los Tribunales
que, en su caso, dictarán una sentencia condenatoria para la Administración y
obligarán a respetar o restablecer el derecho violado o a indemnizar convenien-
temente a su titular.
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La doctrina alemana ha consagrado el que denomina principio democrático
para reflejar esa conexión última de todo poder con el pueblo, que es el titular
de la soberanía, lo que ya había sido resaltado por la doctrina política clásica
como esencia de los regímenes democráticos. El principio democrático juega,
por tanto, en los niveles de representación política y por ello, como exige la CE,
en la organización del Estado, en las Comunidades Autónomas, en las Entidades
locales, en las Corporaciones representativas de intereses profesionales o eco-
nómicos, en los partidos políticos e incluso en las organizaciones sindicales o
empresariales.

Mayor énfasis han venido poniendo algunos autores en el significado del
término social que se añade al Estado de Derecho. Pero si bien se analiza, se
observa que dichos autores pretenden identificar el concepto de Estado de
Derecho con el modelo histórico de un Estado de corte liberal en el que los
únicos derechos reconocidos por la Constitución sean los de carácter individual.
Esta identificación es arbitraria, puesto que el modelo de Estado de Derecho
admite –exige incluso, en la actualidad– el reconocimiento de los llamados dere-
chos sociales. Y éste es el único objetivo del término «social»: advertir que
también se reconocen derechos de este carácter. Lo demás se sigue necesaria-
mente de ese reconocimiento, en particular que la acción de los Poderes públi-
cos debe promover la efectividad de esos derechos, es decir, que debe realizar
una política intervencionista, en su caso, y siempre beligerante para hacer rea-
lidad los valores que esos derechos sociales consagran.

El Estado Social de Derecho supone, por tanto, la constitucionalización de
la política intervencionista que se había desarrollado muy ampliamente en el
siglo XX. Pero dicho intervencionismo se origina en lo que algunos autores lla-
man el Estado de Derecho clásico (que confunden con la política liberal desa-
rrollada en la primera etapa histórica del Estado de Derecho) para contraponerlo
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En claro exceso, algunos autores han pretendido extender las consecuencias de
dicho principio a otras instancias administrativas, ignorando que el artículo 103
CE hace jugar en este ámbito el principio de jerarquía, que se radicaliza en algunos
sectores (como el ejército o la policía), y que en otras instituciones, como la uni-
versitaria, tampoco rige el principio democrático, sino más bien el estamental que
pretende conjugar a nivel de sus órganos de gobierno el reconocimiento de las
categorías que se alcanzan por el profesorado con una representación de los
alumnos e incluso del personal no docente. En muchos ámbitos administrativos
rigen principios distintos al democrático, por cuanto el carácter servicial y de
dependencia política de la Administración Pública a las instancias de carácter
político y representativo que la gobiernan, ya garantiza esa base democrática de
todo Estado de Derecho. Por otra parte, el principio democrático juega un impor-
tante papel en el plano de la participación ciudadana, que supone también una
directa conexión de los Poderes Públicos, en este caso de la Administración
Pública, con los ciudadanos. Idea que se refleja especialmente en el artículo 105
CE que prescribe la intervención ciudadana en los procedimientos que regulan
la actividad administrativa y que se desarrollará en el tomo II de esta obra.
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al Estado Social de Derecho; lo que demuestra que éste no supone más que la
inserción en el Texto Constitucional de nuevos derechos sociales y el otorgar
una finalidad conformadora de la sociedad a la acción intervencionista del Estado.
Finalidades de las que se encargará esencialmente la Administración Pública,
tal como advirtiera FORSTHOFF, como servidora de la «Daseinsvorsorge»,
literalmente procura existencial, que implica la realización efectiva de un espa-
cio vital digno para el ciudadano, al que éste tiene derecho. Ideas que lejos de
ser incompatibles con el Estado de Derecho lo presuponen, intensificando su
verdadero significado.

En nuestra Constitución el Estado Social de Derecho debe ponerse en
directa relación con el mandato que impone el artículo 9.2 CE a todos los Pode-
res Públicos de «promover las condiciones para que la igualdad del individuo y
de los grupos en que se integran sean reales y efectivas; remover los obstáculos
que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciu-
dadanos en la vida política, económica, cultural y social». Mandato a todos los
Poderes Públicos que debe informar los principios rectores de la política social
y económica que se recogen en el capítulo III del Título I, lo que dota de un
decidido sentido positivo y conformador de la sociedad al Estado Social de Dere-
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La preocupación por lo social y la adjetivación del Estado con este término se
desarrolló tras la Segunda Guerra Mundial particularmente en Alemania, donde
contaba con precedentes teóricos importantes desde la obra de VON STEIN a la
más sólida de Hermann HELLER y precedentes también en la acción de gobierno
desarrollada por BISMARK (como ha analizado agudamente GALBRAIGHT).
Tras la Ley Fundamental de Bonn, la doctrina alemana (comenzando por las fun-
damentales aportaciones de BACHOFF, HUBER y FORSTHOFF con su con-
cepto de «Daseinsvorsorge») ha desarrollado una importante construcción teó-
rica sobre el concepto de Estado Social de Derecho que ha tenido también un
relevante eco en la doctrina española.

Con todo, consideramos que el Estado Social de Derecho no es un nuevo modelo
histórico, para serlo debería basarse en principios distintos al Estado de Derecho,
ya que un nuevo modelo «entierra» al anterior; pero sí es una progresión evolu-
tiva del propio Estado de Derecho, que impone la superación de la diferenciación
absoluta entre Estado y Sociedad, para permitir una más decidida acción confor-
madora de aquél sobre ésta, y una clara interpenetración entre ambos conceptos.
El Estado Social de Derecho no puede significar prescindir de los logros históri-
cos del Estado de Derecho, sino su profundización: la legitimación de cualquier
política intervencionista que no entre en contradicción con los valores democrá-
ticos y el modelo general de economía de mercado, y que persiga el asegura-
miento de un modelo social que garantice unos estándares de condiciones de vida
a todos los ciudadanos. Y también, como se ha señalado, la superación de posi-
ciones de radical separación de la toma de decisiones de los Poderes Públicos
respecto de los sectores sociales sobre los que incide, imponiendo una decidida
participación de éstos, particularmente en la actuación de las Administraciones
Públicas.
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2.

cho en la acción legislativa y gubernativa, y que debe informar también la prác-
tica judicial.

EL PODER EJECUTIVO Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN

Como sabemos, el Poder Ejecutivo reside en el Gobierno en los sistemas
parlamentaristas, que son los que nos importan, por ser ése el sistema español.
En cuanto Poder Ejecutivo, el Gobierno y su Presidente –cuyo liderazgo se
afirma reiteradamente en la CE– realizan actos de exclusiva dimensión consti-
tucional, que sólo se ordenan por esta Suprema Norma y que no tienen más
control que el político por el Legislativo o, en su caso, por el Tribunal Consti-
tucional (STC 45/1990, de 15 de marzo [RTC 1990, 45]). De esta dimensión nos
hemos ocupado anteriormente; la que ahora nos interesa es la que se recoge en
el artículo 97 CE:

De esta definición de las funciones que incumben al Gobierno se desprende
que a este órgano se le reconoce la capacidad de liderazgo político de la acción
pública (LOEWENSTEIN) poniendo bajo su inmediata dirección a la Adminis-
tración Pública, que aparece como el aparato organizativo sustancial del Estado.
El Gobierno es quien dirige la maquinaria operativa del Estado en cualquier
orden: interior, exterior, civil o militar. Al margen de ese aparato organizativo
sólo quedarán los demás Poderes constitucionales –Legislativo y Judicial– y
ciertos Órganos que la Constitución sitúa organizativamente al margen de los
tres Poderes, aunque en algunos casos directamente relacionados con uno de
ellos (Defensor del Pueblo, Tribunal de Cuentas, o la Junta Electoral Central).

Prescindiendo de la consideración jurídica de la Administración Pública que
es, sin embargo, básica y que analizaremos más adelante, podemos afirmar que
su esencia es la de ser un aparato organizativo a las órdenes del Gobierno dis-
puesto para la satisfacción de los intereses públicos. Intereses públicos que le
son definidos por las normas jurídicas y que debe cumplir con absoluta neutra-
lidad u objetividad, con eficacia y con sumisión al Derecho (artículo 103 CE).

CARACTERES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

a) La Administración Pública, como aparato organizativo encuadrado en el
Poder Ejecutivo, no alcanza relieve político, sino que se caracteriza por la nota
esencial de subordinación o dependencia política del Poder que lo dirige y que
responde políticamente ante el Parlamento por sus actuaciones: el Gobierno.
En este sentido, además, la Administración Pública propia del Derecho conti-
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«El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar
y la defensa del Estado. Ejerce su función ejecutiva y la potestad reglamentaria
de acuerdo con la Constitución y las leyes».
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nental europeo tiene una composición burocrática, funcionarial, cuya selección
se realiza en base a los principios de mérito y capacidad, estando sometidos a
un régimen estatutario de Derecho público y no laboral, y no incorporan carácter
representativo alguno; de ahí su posición de dependencia y su carácter subor-
dinado y servicial.

En cuanto aparato organizativo de composición burocrática, la Adminis-
tración Pública se caracteriza también por las notas de continuidad y perma-
nencia. Los fines que le están encomendados exigen una actividad continua y
permanente, con absoluta independencia de las eventuales situaciones de
cambio o crisis política que puedan afectar al Poder Ejecutivo. Estas notas han
sido gráficamente expresadas con la conocida frase «Los Gobiernos caen y se
suceden, pero la Administración Pública permanece». La idea es cierta en
cuanto a la continuidad de la Administración Pública, pero si la dimensionamos
en un marco de fines trascendentes, en un marco ideológico (BACHOF), la
situación no es de absoluta indiferencia a los cambios políticos. Por el contra-
rio, en cuanto la Administración está dirigida por el Gobierno, debe obedecer
estrictamente las líneas de actuación que le marca éste y, por tanto, los come-
tidos a realizar cambian según la línea ideológica del Gobierno. La dependencia
del Gobierno tiene, además, como soporte sustancial la designación discre-
cional por éste de las máximas autoridades en la organización administrativa,
que en cuanto designaciones políticas pueden, en su caso, ser libremente
cesadas.

La idea de continuidad y neutralidad sólo se refiere, pues, a la necesidad de
su actuación permanente y cotidiana en el desempeño de las funciones y pres-
tación de servicios que tiene encomendados, y a la permanencia de sus líneas
estructurales esenciales, de composición profesional o burocrática. La Admi-
nistración no tiene ideología, es neutral, sirve las líneas políticas que le marca
el Gobierno (cualquier Gobierno) y lo hace con objetividad y sumisión plena al
Derecho.

Los caracteres analizados son propios, como se ha dicho, del modelo de
Administración Pública europea frente al cual existen otros, destacando el spoil
system y la Administración de los Regímenes dictatoriales. El spoil system, desa-
rrollado en los Estados Unidos de América, se caracteriza por la ausencia de una
verdadera burocracia profesional. El personal no es funcionario y no tiene más
estabilidad en el empleo que la que se da en la empresa privada, por lo que los
cambios de gobierno producen un amplio cambio del personal en la «nueva»
administración, que incluso llega a etiquetarse con la denominación del partido
vencedor en las elecciones (Administración republicana o demócrata). Por su
parte, en las dictaduras la penetración política del partido único o de la organi-
zación que monopoliza el poder, informa absolutamente a la Administración
Pública, que carece de neutralidad para convertirse en un puro instrumento del
poder.
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1.

b) Esta visión orgánica de la Administración Pública ha pretendido comple-
tarse con la delimitación material de una función administrativa distinta de la fun-
ción política o de gobierno. Sin embargo, estos intentos apenas han ido más allá
de una distinción cuantitativa por la importancia política de los asuntos, y de un
intento de excluir algunos asuntos del control judicial. Intentos desterrados en la
mayoría de los ordenamientos vigentes, entre ellos en el nuestro. Todo ello con
la salvedad ya aludida de los actos de relación de los Poderes constitucionales.

Por otra parte, la Administración Pública no puede identificarse con puras
tareas de gestión y ejecución. La Administración ejerce funciones heterogéneas
que globalmente calificamos como administrativas, pero que no pueden homolo-
garse con la tradicional distinción tripartita de las funciones del Estado: legislativa,
ejecutiva y judicial. Las funciones administrativas se mueven en un plano distinto
y abarcan no sólo actividades materialmente de ejecución, sino también normati-
vas (los reglamentos); incluso, con muchas reservas, realiza otras parecidas a las
jurisdiccionales, como son las de resolución de recursos administrativos.

En este mismo sentido, también los Poderes Legislativo y Judicial realizan
funciones de carácter ejecutivo y no sólo las de legislar o juzgar. Son tareas
complementarias: gestión de su personal, contratación de medios requeridos
para sus actuaciones, gestión financiera, etc. Por ello, el intento de identificar
una función «materialmente administrativa», como criterio definidor de la Admi-
nistración Pública es inútil, debiendo primar la consideración subjetiva que
hemos expuesto más arriba: aparato organizativo, encuadrado en el Poder Eje-
cutivo, que satisface los intereses públicos, con objetividad y plena sumisión a
la Ley y al Derecho. De esta definición sólo resta advertir que ese aparato orga-
nizativo está jurídicamente personificado, como analizaremos más adelante.

LA ESTRUCTURA DEL ESTADO

ESTADOS UNITARIOS, FEDERALES Y REGIONALES

Hasta aquí hemos considerado al Estado como una unidad absoluta; pero
internamente nunca lo ha sido, pues, como recuerda JELLINEK, el Estado
absolutamente centralizado ni siquiera se dio en el Estado Ciudad griego y
mucho menos en el Estado moderno. Desde que aparece el Estado Moderno
siempre se han reconocido otras organizaciones públicas internas, ya que el
Estado Moderno se sobrepone, pero no anula ni desconoce, la organización
municipal. La organización municipal representa en el Estado moderno un
segundo escalón de ejercicio de funciones públicas, cuya tipología es diversa en
función de la realidad organizativa que hereda de la Edad Media cada Estado.

Un salto cualitativo decisivo se desarrolla en este terreno con el proceso
independentista americano, en el que la Constitución de los Estados Unidos
reconoce a las antiguas colonias británicas la condición de Estados integrados
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en un único Estado en el que se federan. A su vez, en el continente europeo,
surgirán nuevos escalones organizativos en la esfera local, que se situarán en
un nivel intermedio entre el Estado y los municipios (las provincias españolas
o italianas). Y, por último, un proceso activo de descentralización política pro-
vocará también en el continente europeo la adopción del modelo federal rom-
piendo con la tradición unitaria del Estado, o de un modelo regional, para dar
paso al reconocimiento de una autonomía política (España o Italia) o simple-
mente administrativa (Francia) a las Regiones, por razones que se estudian más
ampliamente en la lección 7. Toda esta pluralidad de variantes, obedientes a
razones históricas diversas según los Estados, deben ser analizadas para deter-
minar en qué medida inciden en los conceptos de Estado y Administración
Pública que hemos establecido.

El Estado se organiza territorialmente en varios niveles organizativos, y
dependiendo de la naturaleza de estos los Estados son unitarios y federales.

a) En los Estados unitarios siempre se ha reconocido una cierta descentra-
lización, que puede ser puramente administrativa o política. La primera se reco-
noce desde la aparición del Estado Moderno tan sólo a los entes locales, que en
principio fueron tan sólo los Municipios, pero a los que más tarde se añadieron
otros entes locales tanto supramunicipales como inframunicipales. Todos estos
entes gozan de una autonomía más o menos amplia para la gestión de sus propios
intereses en los términos que se analizan en la lección 8. Su organización no
responde a los mismos principios que en el Estado: no recogen el principio de
división de poderes ni incorporan ninguna nota de soberanía. Son jurídicamente
entidades administrativas, no políticas. Sin embargo, la composición de sus
órganos integra representantes políticos electos, no simplemente designados,
y por tanto sus caracteres no obedecen estrictamente a las notas que hemos
predicado como propias de la Administración del Estado.

Un paso más en el proceso de descentralización del Estado se da con el
reconocimiento de las Regiones, que no se inscriben ya entre las entidades loca-
les, sino que reciben del Estado competencias que rebasan el reducido ámbito
de los intereses locales. La naturaleza de estas Regiones, sin embargo, puede
ser política o administrativa. Si es puramente administrativa, aunque también
gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, no se estructuran tampoco
conforme al principio de división de poderes, ya que todas sus funciones se ins-
criben en el ámbito ejecutivo o administrativo, careciendo de poder legislativo
y de funciones jurisdiccionales. Es evidente que también incorporan represen-
tantes políticos electos en los órganos máximos de su organización y que en
este sentido tampoco pueden equipararse absolutamente a los caracteres pre-
dicados de la Administración del Estado.

Si, por el contrario, la Región tiene naturaleza política, su organización res-
ponde, aunque imperfectamente al principio de división de poderes, recogiendo
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1.

un poder legislativo y un poder ejecutivo (pero no el judicial, al menos en el
sistema constitucional español). En este caso, la Administración regional sí res-
ponde absolutamente a los caracteres de subordinación política, neutralidad,
continuidad y permanencia y composición burocrática predicados respecto de la
Administración del Estado, dependiendo enteramente del Gobierno regional.

b) En los Estados federales, además del Estado propiamente dicho que hemos
considerado, se integran otros Estados federados a los que en el ámbito inter-
nacional no se les reconoce como sujetos dotados de soberanía, sin perjuicio de
que puedan adquirirla si ejercen el derecho de secesión que, en su caso, pueda
reconocerles la Constitución del Estado federal en el que se integran. Por lo
demás, su organización responde al mismo esquema de división de poderes que
el Estado stricto sensu, y su Administración depende también del Poder Ejecu-
tivo del Estado federado con iguales.

LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS EN LOS ESTADOS
DESCENTRALIZADOS

En las Entidades de naturaleza política que la doctrina agrupa bajo la rúbrica
de descentralización política del Estado, federalismo y regionalismo político, su
organización responde también al principio de división de poderes, que pueden
ser tres poderes en los estados federados y tan sólo dos en las Regiones o en
las Comunidades Autónomas. En estas Entidades la posición organizativa y los
caracteres predicables de sus respectivas Administraciones Públicas obedecen
a unos mismos principios, sustancialmente coincidentes con los de la Adminis-
tración del Estado, que son los que hemos analizado en el epígrafe anterior. Por
el contrario, en las organizaciones de naturaleza administrativa (entidades loca-
les de cualquier tipo y regiones administrativas) se trata siempre de entidades
que se inscriben en el fenómeno de la descentralización administrativa; son
desde el punto de vista jurídico Administraciones Públicas, en los términos que
se analizarán en la lección siguiente, pero no ocupan una posición subordinada
o servicial respecto de otro Poder y sólo se relacionan con las demás Entidades
Públicas en los términos que admite el grado de autonomía que se les reconoce.

La estructura descentralizada del Estado supone, por tanto, la existencia de
una pluralidad de Administraciones Públicas, que no se agotan en las conside-
radas, como tendremos ocasión de estudiar en el epígrafe siguiente.

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA: SU PERSONIFICACIÓN

LA PERSONALIDAD JURÍDICA DE LA ADMINISTRACIÓN

Hemos encuadrado a la Administración en la estructura estatal, conside-
rándola como una parte de la estructura organizativa del Estado que dirige el
Poder Ejecutivo para el cumplimiento de los fines e intereses públicos; pero,
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desde el punto de vista jurídico, la consideración subjetiva de la Administración
Pública exige una mayor precisión. Para el Derecho, la Administración Pública
es, primariamente, una persona jurídica. El concepto de persona jurídica perte-
nece a la Teoría General del Derecho y significa en esencia: constituir un centro
de imputación de normas y relaciones jurídicas; ser sujeto de relaciones jurídi-
cas; ser titular de potestades, derechos y obligaciones jurídicas. Nos referimos,
por el momento, a la Administración del Estado puesto que las Administraciones
Públicas, como veremos, son varias; pero, en cualquier caso, este concepto ins-
titucional de Administración Pública que toma el singular por el plural se integra
por una pluralidad de personas jurídicas.

La personificación jurídica es una necesidad absoluta para poder establecer
la cualidad de sujeto jurídico de una organización, que históricamente se otorga
a la Administración Pública cuando se quiere controlar por los Tribunales sus
actuaciones. Ante los Tribunales sólo pueden personarse sujetos de Derecho,
personas físicas o jurídicas. Por consiguiente, la personificación jurídica de la
Administración fue una consecuencia necesaria de la consagración histórica del
Estado de Derecho.

Tras el constitucionalismo, que consagra la sumisión plena del ejercicio del
poder al Derecho, se planteó el problema de cómo se podía controlar por los
Tribunales esta sumisión. La doctrina alemana afirmó tempranamente la per-
sonalidad jurídica del Estado, pero esta personificación no cumplía plenamente
la finalidad expresada, por cuanto no toda la actividad del Estado era susceptible
de control por los Tribunales. En particular, éstos no pueden –en el Derecho
continental europeo– enjuiciar la actividad legislativa del Parlamento, la Ley,
como expresión de la voluntad general.

La personificación del Estado tiene así una plena operatividad en el marco
del Derecho internacional, donde se relaciona con otros Estados y Organismos
internacionales, en cuyo ámbito no se distingue qué órgano interno del Estado
ha producido el acto o norma discutido. El Estado en este ámbito es una sola
unidad jurídica, en virtud de la personificación. A nivel de Derecho interno, sin
embargo, se ha construido una nueva personalidad jurídica, la del aparato orga-
nizativo dependiente del Poder Ejecutivo, a través del cual se satisfacen los
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Sin embargo, y por las mismas razones, en el Antiguo Régimen ya se reconoció
una personalidad ad hoc a la Administración. El Fisco fue, en efecto, una cons-
trucción jurídica que permitía atribuir a esa persona jurídica las relaciones de
contenido patrimonial que establecía el Estado con los particulares. El Fisco, que
no el Estado, podía ser demandado ante los Tribunales y condenado como con-
secuencia de las relaciones jurídicas patrimoniales citadas. Esta interpretación
clásica (sintetizada por MAYER) ha sido cuestionada por la moderna doctrina
alemana (BULLINGER y RÜFNER), pero sirve para ilustrar que también en el
Antiguo Régimen se otorgó a ciertos efectos, más o menos amplios, una perso-
nificación jurídica al Estado.
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intereses públicos: es decir, la Administración Pública. Esta personificación
jurídica dota de unidad a ese aparato organizativo, lo identifica en el mundo del
Derecho como entidad independiente, centro de imputación de normas y rela-
ciones jurídicas. Y esa persona jurídica, como cualquier otra, puede comparecer
ante los Tribunales, ser demandada por otras personas físicas o jurídicas y, en
su caso, ser condenada por sentencia.

En el Derecho español la personalidad jurídica de la Administración del
Estado no se recoge en la Constitución, porque en ella prima la consideración
de la Administración Pública como parte del Estado, y no interesa resaltar la
nota de la personalidad jurídica, que es siempre una nota diferenciadora. Sí se
reconoce la personalidad de todas las Administraciones Públicas en el artículo
3.4 LRJSP que establece: «cada una de las Administraciones Públicas del
artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica
única». En este precepto se expresa claramente que la Administración es, en
esencia, un aparato organizativo, que se reduce a unidad por el Derecho
mediante la atribución de una personalidad jurídica única. Los distintos órganos
que la integran no tienen externamente vida jurídica independiente, porque el
único sujeto es la persona jurídica Administración del Estado. Esa persona –y
no cada uno de los órganos que la integran– es la titular de los derechos y obli-
gaciones, de las potestades, el sujeto responsable de sus actuaciones, quien
comparece en juicio y, en definitiva, el único sujeto capaz de relacionarse jurí-
dicamente con otras personas físicas o jurídicas.

PLURALIDAD DE PERSONIFICACIONES JURÍDICAS DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

En el apartado anterior, hemos analizado la personalidad jurídica de la Admi-
nistración del Estado, pero, como hemos advertido, ésta no es la única Admi-
nistración. En el caso de las Comunidades Autónomas también se produce una
diferenciación jurídica entre la Entidad política, organizada bajo el principio de
división de poderes (dos poderes en su caso), y su Administración que aparece
revestida de personalidad jurídica única. No hay tal diferenciación en el caso de
las Administraciones locales, en la que la personificación cubre al total de la
Entidad. Pero las Administraciones Públicas no se agotan en la del Estado, las
de cada Comunidad Autónoma y todas las Entidades locales, también lo son y
están, por tanto, jurídicamente personificadas de forma independiente: las Cor-
poraciones de Derecho Público representativas de intereses profesionales
(Colegios profesionales) o económicos (Cámaras). Y finalmente, tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas y sus respectivas Administraciones Públi-
cas, como las Entidades locales pueden crear nuevas entidades de carácter fun-
dacional y dotadas de personalidad jurídica diferenciada de la que corresponde
a quien las crea, para gestionar funciones públicas o emprender actividades que
afectan a los intereses que están atribuidos a su Entidad matriz.
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Desde este prisma, las Administraciones Públicas, cada una de ellas dotadas
para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única), reconducen
el concepto institucional de Administración Pública a varios millares de perso-
nas jurídicas que pueden agruparse en cinco categorías esenciales: a) La Admi-
nistración del Estado; b) Las Administraciones de cada una de las Comunidades
Autónomas; c) Las Administraciones locales, integradas por los Municipios,
Provincias, Islas, y por las Entidades locales menores (inframunicipales),
Comarcas y Áreas metropolitanas; d) Las entidades institucionales creadas por
las Administraciones anteriores; e) Las Corporaciones de Derecho Público
representativas de intereses profesionales o económicos; f) las Universidades
públicas (que la LRJSP individualiza independientemente dentro del sector
público institucional).

En definitiva, la Administración Pública es un concepto institucional que se
traduce en una pluralidad de personificaciones jurídicas independientes. La atri-
bución de la personalidad jurídica se contiene, para algunas de ellas, en la propia
Constitución. Implícitamente este reconocimiento se recoge en el artículo 153
CE para las Administraciones de las Comunidades Autónomas y, expresamente,
en el artículo 140 CE para los Municipios y en el 141 CE para la Provincia, como
Entidad Local. Con independencia de esta atribución constitucional de la per-
sonalidad jurídica, también se reafirma para estas Administraciones en las leyes
autonómicas reguladoras de la Administración Pública de cada Comunidad, y
para las Entidades Locales en la LRBRL. Las demás Administraciones corpo-
rativas o institucionales tienen reconocida su personalidad en sus normas regu-
ladoras estatales o autonómicas; la LRBRL la establece para las entidades
dependientes de las Corporaciones Locales; y la Ley de Colegios Profesionales,
la de Cámaras Agrarias y la de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y
Navegación, para estas Entidades Corporativas, etcétera.

Además de este concepto institucional de Administración Pública, ligado al
dato de la personalidad jurídica, algunas leyes crean su propia identificación
conceptual a efectos de determinar a qué Administraciones Públicas les es apli-
cable la Ley, a cuáles les es aplicable parcial o supletoriamente y cuáles están
excluidas de su ámbito de aplicación. Estas precisiones que pueda hacer cada
Ley no afectan al concepto dado de Administración Pública, sino sólo a la deter-
minación de su ámbito de aplicación, por eso no tienen por qué ser siempre
coincidentes, aunque tratándose de leyes fundamentales como la LRJSP la LPC,
la LCSP o la LJ, deberían buscarse una coincidencia.

En otro sentido, es inexplicable que el legislador haya optado por acuñar el
concepto de Sector público, para dar título a la LRJSP, que es la ley fundamental
en la regulación del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, para
enfatizar la preocupación del control económico o financiero de las Entidades
públicas que integran la Administración institucional, término clásico y perfec-
tamente acuñado por la doctrina administrativista.
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3.

A)

B)

CLASIFICACIÓN

Las Administraciones Públicas pueden clasificarse en los siguientes grupos:

Territoriales y no territoriales

Son Administraciones territoriales: la estatal, las autonómicas y los Muni-
cipios, Provincias, Islas y demás Entidades Locales que tienen reconocido ese
carácter por la LRBRL. Las notas distintivas de este género de Administracio-
nes Públicas son: i) Capacidad para autodefinir los intereses públicos que deben
servir, dentro del ámbito natural de los intereses que les son propios; ii) Tener
atribuidas la generalidad de las potestades públicas propias de las Administra-
ciones Públicas, y iii) Extender sus competencias potencialmente a todos los
sujetos que se encuentran en su territorio.

Corporaciones e instituciones

La distinción entre estos dos tipos de personas jurídicas pertenece a la Teo-
ría General del Derecho, siendo GIERKE el que acuñó la distinción que se utiliza
en el Derecho Público al separar dentro de las instituciones las de naturaleza
pública de las privadas, para las que reservó la denominación de fundaciones.
Son Corporaciones las que tienen como base una comunidad de personas que
constituyen uno de sus elementos esenciales. Pertenecen a este grupo las Cor-
poraciones locales y las Corporaciones representativas de intereses profesio-
nales (Colegios Profesionales) o económicos (Cámara de Industria, Comercio y
Navegación, por ejemplo). La diferencia entre estos dos tipos de Corporaciones
es que las locales son, a la vez, de carácter territorial, mientras que las otras son
Corporaciones sectoriales de base privada (GARCÍA DE ENTERRÍA y T. R.
FERNÁNDEZ), que representan finalidades muy específicas del sector econó-
mico o social concreto y en cuyo régimen jurídico se entrecruzan el Derecho
Administrativo y el Derecho Privado. En este sentido, el artículo 2. c) LJ sólo
somete a la jurisdicción contencioso-administrativa los actos y disposiciones de
estas Corporaciones, adoptados en el ejercicio de funciones públicas, mientras
que si no se ejercen potestades son regidas normalmente por el Derecho Pri-
vado.

Por no tener como uno de sus elementos a la Comunidad humana cuyos
intereses sirven, no son Corporaciones la Administración del Estado ni las de
las Comunidades Autónomas. Como ya se advirtió, estas Administraciones son

Lección 1

53

La distinción entre estos dos tipos de Entidades ha sido cuestionada por la doc-
trina (KELSEN, EISENMAN y ALESSI, y en España por NIETO), por considerar
que el territorio es sólo un marco espacial para el ejercicio de competencias y no
un elemento del Ente como sostiene la doctrina tradicional (siguiendo la concep-
ción de JELLINEK sobre el Estado); pero la generalidad de la doctrina y la legis-
lación sigue utilizando esta denominación.
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C)

personificaciones de parte del aparato organizativo de una Entidad política que
les trasciende, el Estado o las Comunidades Autónomas, y aquella Comunidad
humana es un elemento de estas Entidades y no de sus respectivas Adminis-
traciones Públicas.

Por su parte, las Administraciones institucionales tienen un origen funda-
cional. Son creadas por otra Administración Pública para el ejercicio de parte de
sus competencias, razón por la que permanecen ligadas a aquella Administración
matriz a través de una especial relación de intervención en su organización y
actuación [relación de instrumentalidad]. Sus fines vienen especificados en sus
normas de creación, y no puede excederlos. Constituyen ejemplos de Entidades
institucionales: las Agencias estatales (p. ej.: el BOE) y las Entidades públicas
empresariales (v. gr.: RENFE). Este tipo de Administraciones se denomina en
la LRJSP, sector público institucional, en el que se integran: a) los organismos
públicos y entidades de derecho público vinculadas o dependientes de las Admi-
nistraciones Públicas; b) las entidades de derecho privado vinculadas o depen-
dientes de las Administraciones Públicas; c) las Universidades Públicas; aunque
éstas tienen el carácter indudable de Administraciones Públicas, pese a que no
se califiquen así a los efectos de la aplicación de la LRJSP, por regirse priorita-
riamente por su normativa específica (art. 2.2).

El Sector Público

El concepto de sector público tiene su origen en la ciencia económica y no
se identifica plenamente con el de Administraciones Públicas, aunque incom-
prensiblemente haya dado título a la LRSP, que es la ley fundamental en la
organización de las Administraciones Públicas.

La LRSP al establecer en su artículo 2 su ámbito subjetivo de aplicación
señala que el Sector público comprende:

54

1. a) La Administración General del Estado.

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

c) Las Entidades que integran la Administración Local.

d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados
o dependiente de las Administraciones Públicas.

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Adminis-
traciones Públicas, estarán sujetas a los principios previstos en el artículo 3
cunado ejerzan potestades públicas.
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VI.

1.

Evidentemente esta enumeración no es correcta si se considera que enu-
mera todas las Administraciones Públicas existentes en el Ordenamiento espa-
ñol, primero, porque excluye de dicho carácter a las Universidades públicas y
segundo porque omite la consideración de las Corporaciones de derecho público
representativas de intereses profesionales o económicos, que son Administra-
ciones públicas. El precepto sólo tiene por objeto establecer el ámbito subjetivo
de aplicación de la ley y no el de enumerar ni clasificar las Administraciones
públicas.

Por lo demás, la forma organizativa pública o privada de las Entidades ins-
titucionales no determina necesariamente el régimen jurídico de su actividad.
Así, los Organismos autónomos que se encuadran entre el sector público insti-
tucional de forma pública se rigen en su actividad por el Derecho público, mien-
tras que las Entidades públicas empresariales, también instituciones de forma
organizativa pública se rigen en su actividad por el Derecho privado. Y las mis-
mas sociedades mercantiles de capital íntegramente público que se rigen en su
actividad por el Derecho privado, tienen sin embargo unas relaciones de depen-
dencia con la Administración que las crea que se someten íntegramente al
Derecho Público.

EL DERECHO ADMINISTRATIVO

CONCEPTO

Hasta aquí hemos ido definiendo a la Administración Pública, porque su
conocimiento es previo al del concepto del Derecho Administrativo. Éste es la
rama del ordenamiento jurídico que regula a la Administración Pública: el Dere-
cho común y general de las Administraciones Públicas (GARCÍA DE ENTE-
RRÍA).

El Derecho Administrativo es una parte del Derecho Público, directamente
entroncado con el Derecho Constitucional, de modo que las bases del Derecho
Administrativo se encuentran en la Constitución, que consagra el Estado de
Derecho y los principios que lo informan («Les têtes de chapitre du Droit Admi-
nistratif se trouvent dans la Constitution», constituye una afirmación reiterada
en la doctrina clásica, como recuerda VEDEL). Y en algunas materias como la
organización político-administrativa la relación es tan fuerte, que en los países
de cultura germánica su estudio se realiza en el Derecho Constitucional, o en
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c) Las Universidades Públicas se regirán por su normativa específica y supleto-
riamente por las previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración Gene-
ral del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Enti-
dades que integran la Administración Local, así como los organismos públicos y
las entidades d derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.
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la Teoría del Estado y no en el Derecho Administrativo. Estos dos Derechos,
junto con el Financiero y el Tributario, integran la parte del Derecho Público
interno reguladora de la organización y acción de los Poderes Públicos y de ahí,
la estrecha relación entre estas disciplinas. Los Derechos Penal y Procesal,
también integrantes del Derecho Público interno, tienen otra finalidad y prin-
cipios diferentes; aunque también existan fuertes conexiones, en particular con
el Derecho Penal en el ámbito de la potestad sancionadora, y con el Derecho
Procesal en la regulación de los recursos administrativos, además obviamente
de en el estudio del proceso contencioso-administrativo.

La esencia expansiva del Derecho Administrativo en el Derecho Público
interno le ha llevado a ampliar su ámbito regulador a actividades ejercidas por
los demás Poderes Públicos, y no sólo por la Administración, cuando desempe-
ñan actividades de carácter relacional con los administrados y con su personal.
Lo que tradicionalmente se han denominado «funciones materialmente admi-
nistrativas». Esta expansión tiene una finalidad garantizadora de los derechos
de los ciudadanos afectados, y persigue primariamente otorgar a éstos la plena
tutela judicial de sus derechos e intereses que pudieran resultar afectados. Así,
se ha establecido en el Derecho español que corresponde a los Tribunales de lo
Contencioso-Administrativo el conocimiento de las cuestiones que se susciten
en relación con los actos y disposiciones del Consejo General del Poder Judicial,
de los Órganos de Gobierno de las Cámaras Legislativas, del Tribunal Consti-
tucional, Tribunal de Cuentas y Defensor del Pueblo en materia de personal y
actos de administración [artículo 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial]. La
interpretación que debe darse a esta aplicación del Derecho administrativo a
actos y disposiciones de estos órganos constitucionales debe ser restrictiva. En
primer lugar, en cuanto a los Órganos citados, a los que se aplica el Derecho
administrativo y el control por los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo,
no pudiéndose incluir otros distintos; así lo ha entendido la STC 190/1991, de
14 de diciembre, en relación con las sanciones que pueden imponer las Salas de
Gobierno de los Tribunales, que no las han considerado sanciones administra-
tivas susceptibles de recurso ante esta Jurisdicción contenciosa. En segundo
lugar, en cuanto a las materias a las que cabe aplicar el Derecho Administrativo,
que sólo deben ser en materia de personal y actos de administración, por lo que
se excluyen cualesquiera otros relacionados con sus funciones específicas que
tengan su regulación en la Constitución o en sus respectivas Leyes Orgánicas.

Evidentemente, todos estos órganos constitucionales no se encuadran en la
Administración Pública como persona jurídica, y por esta razón un sector doc-
trinal cuestiona que el Derecho Administrativo pueda seguir considerándose
como un Derecho estatutario, propio y específico de las Administraciones Públi-
cas. En contra de esta corriente, los defensores de la concepción estatutaria
(GARCÍA DE ENTERRÍA) sostienen que esta ampliación del ámbito regulador
del Derecho Administrativo es marginal en cuanto a la actividad de los otros
Órganos a los que se extiende, y no altera los principios informadores del Dere-
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2.

cho Administrativo, forjados sobre la consideración subjetiva de la Administra-
ción Pública. Tales observaciones son certeras, pero no encontramos obstáculos
para que la definición del Derecho Administrativo pueda recoger esta ampliación
de su ámbito regulador.

La definición que proponemos es la siguiente: El Derecho Administrativo
es el Derecho común y general de las Administraciones Públicas y de los demás
Poderes Públicos en su actividad relacional con los ciudadanos y su personal.
Ciertamente, en esta definición el Derecho Administrativo sólo tiene pleno
sentido como Derecho común y general en relación con la Administración
Pública, en tanto que los demás Poderes Públicos sólo están regulados por el
Derecho Administrativo en muy singulares aspectos de su actividad, cuando
crean relaciones jurídicas concretas con los ciudadanos o su personal, y no
cuando ejercen su actividad sustancial (legislar, juzgar, etc.).

Por otra parte, el Derecho Administrativo, en una visión más descriptiva de
su contenido, puede definirse como la rama del Derecho Público que regula las
Administraciones Públicas, su organización, las relaciones entre las distintas
Administraciones Públicas, sus potestades y privilegios, el régimen jurídico de
la actividad administrativa dirigida a la satisfacción de los intereses públicos y
el sistema de garantías de los ciudadanos frente a la acción de los Poderes
Públicos que directamente les afecta.

LA FORMACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO

Las Organizaciones públicas siempre se han servido del Derecho para ejer-
cer el poder, pero lo hacían en cuanto a través de la norma y las decisiones
adoptadas se imponía su observancia o cumplimiento, por cuanto la nota de
coacción es inherente a dicho cumplimiento; pero sin considerar la otra ver-
tiente del derecho, la de garantía, que sólo aparece como esencial a partir de la
consagración del Estado de Derecho. Y en este sentido puede sostenerse que
el Derecho Administrativo es hijo de las revoluciones liberales y del constitu-
cionalismo, por lo que se considera una rama del Derecho moderna, en relación
con la tradición del Derecho Privado. Es evidente, que en algunas materias la
tradición del Derecho Público es también muy honda, especialmente en materia
de organización, aunque esta tradición la comparta con el Derecho canónico, que
también tuvo que imponer la unidad de la Iglesia católica al igual que debió
hacerlo el Derecho Público en el absolutismo frente a los poderes feudales, para
garantizar la unidad de mando. De ahí que algunas instituciones del Derecho
Público de la organización estén directamente inspiradas en el Derecho canó-
nico.
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Con el absolutismo, especialmente en los siglos XVII y XVIII, se desarrollará la
llamada Ciencia de la Policía, precedente del Derecho Administrativo, debida a la
cameralística alemana y al despotismo ilustrado francés, que sistematizó en base
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A)

Pero sólo la consagración revolucionaria del Estado de Derecho con las cua-
tro notas esenciales que hemos considerado en la lección anterior supone la
posibilidad de la aparición de un verdadero Derecho público y dentro de él de
un Derecho Administrativo en el que además de los principios políticos de la
organización del Estado se reconozca el principio de legalidad y los derechos
públicos subjetivos. Sin embargo, y considerando sólo los Estados que forman
parte de la llamada cultura jurídica «occidental» que responde al Estado de
Derecho, los modelos de regulación de la Administración Pública son varios,
debiendo hacer una primera distinción entre el modelo anglosajón y el modelo
francés.

El modelo anglosajón

El Reino Unido consagró tempranamente la doctrina de la división de pode-
res y el Estado de Derecho aun cuando no tenga Constitución escrita. La Corona
es la institución que simboliza la unidad del Estado y su aparato administrativo
no está jurídicamente personificado para sancionar en el ámbito del Derecho
una unidad. Por otra parte, el sistema jurídico del common law no sólo excluye
la posibilidad de que exista una jurisdicción especializada para el control de las
Administraciones Públicas, sino que éstas deben someterse al Juez común, y la
labor de éste a través de la jurisprudencia es reconocida como una de las fuentes
de derecho más relevantes. Por otra parte, los poderes de los órganos adminis-
trativos aparecen estrictamente sometidos a la Ley, y se ejercen por expresa
atribución de esta. Por estas circunstancias históricas pudo afirmarse que en
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a unos principios generales las formas de la acción pública para la satisfacción del
interés general. Lo que importa es el derecho al servicio del poder, pero en el
período absolutista también existieron ámbitos en los que la actuación del Poder
público estaba sometido a un control de los jueces y tribunales de la época, aunque
debe recordarse que estos jueces y tribunales no eran realmente un poder inde-
pendiente, sino una parte de la organización de la Monarquía absoluta. Por otra
parte, los únicos derechos que se podían hacer valer frente al Poder ante los
jueces de la época eran lo protegidos por el Derecho privado particularmente el
derecho de propiedad y los contratos celebrados por el Poder (doctrina de los
iura quaesita); o los derechos de carácter público que se establecían en los fueros
y privilegios otorgados por el Rey y defendidos por los gremios, las corporaciones
municipales, o los estamentos. En este período del Estado absoluto, especial-
mente en los Estados alemanes, que son la cuna del Derecho Público anterior a
las Revoluciones Liberales, aparece la institución del Fisco, como personificación
jurídica ad hoc del Poder, para poderlo someter al control y, en su caso, condena
de los jueces y tribunales. En la propia España esta preocupación por la Ciencia
de la Administración o del buen gobierno cuenta con una valiosa aportación doc-
trinal, como es el caso de la obra de PUIG I GELABERT, Elementos de Policía
(1794), la de VALERIOLA, Idea general de la Policía o Tratado de Policía sacado
de los mejores autores que han escrito sobre este objeto (1798) DOU I BASSOLS,
Instituciones de Derecho Público General de España (1800-1803), o FORONDA,
Cartas sobre la Policía (1801).
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algunas Escuelas e Ingenierías, que incluyen también el estudio de los temas fundamentales de 
la disciplina de Derecho Administrativo.

El Manual parte del análisis del Estado, cuya Administración ha servido de modelo a las demás 
Administraciones públicas, aunque no todas tienen atribuidas la plenitud de potestades y privi-
legios que tiene reconocidas la Administración del Estado.

El Manual tiene toda la legislación actualizada e incluye el análisis de la Ley 1/2025, de 2 de ene-
ro, de medidas en materia del Servicio Público de Justicia, y como ocurre en las leyes ómnibus 
incluye otras disposiciones adicionales o finales que no hacen referencia exclusiva a la Justicia, 
por lo que en este volumen primero se incluyen las referidas al Derecho Administrativo en las 
partes que en este tomo primero se estudian. Otras disposiciones de la Ley 1/2025, referidas a 
la justicia contencioso administrativas se incluyen en el volumen segundo de esta obra.

En todo caso, el Tomo II de este Manual (de venta independiente del tomo I), completa el estudio 
de la Parte General del Derecho Administrativo, y se estudia en otro semestre del Plan de estu-
dios para obtener el Grado de Derecho.

https://www.aranzadilaley.es/tienda/manual-de-derecho-administrativo-i-37a-edicion



